
ACCIÓN DE TUTELA EN PROTECCIÓN DE DERECHOS HUMANOS – 

LABORALES  

Entidad judicial ante quien se radica la presente tutela:  

 

JUEZ ADMINISTRATIVO (En reparto) 

 Barranquilla D.E.I.P.  

 

 

REFERENCIA: Acción de tutela contra:  

 

 

1) COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, CON DOMICILIO PRINCIPAL 

Y DE NOTIFICACIÓN JUDICIAL: Carrera 16 No. 96 - 64, Piso 7 - Bogotá D.C., 

Colombia CON CORREO ELECTRRONICO DE NOTIFICACIÓN JUDICIAL: 

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co;  por el ser el órgano constitucional, que 

tiene la competencia de haber convocado el concurso de para la provisión de 

cargos en el Distrito de Barranquilla y debió verificar si en los cargos sometidos 

a concurso existían situaciones de indefensión, que caracterizarán sujetos de 

especial protección constitucional.  

 

2) Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, representado 

legalmente por el Dr. JAIME PUMAREJO, a quien se le puede notificar en la 

calle 34 No 43 – 31, Paseo de Bolívar, en la ciudad de Barranquilla, a quien se 

le puede notificar en el correo electrónico: 

atencionalciudadano@barranquilla.gov.co por ser el nominador en el ente 

territorial y debió verificar si en los cargos sometidos a concurso existían 

situaciones de indefensión, que caracterizarán sujetos de especial protección 

constitucional.  

 

BEATRIZ ELENA GONZALEZ CASTILLO, identificada con la cédula de ciudadanía No 

32799532, empleada pública de la Secretaría de Salud del Distrito de Barranquilla, en 

mi condición de ex - servidor público en el cargo de TECNICO OPERATIVO CODIGO 

Y GRADO 314 – 04, presento acción de tutela, en los siguientes términos:    

 

 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:atencionalciudadano@barranquilla.gov.co
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1. HECHOS 

 

1.1. Fui declarada insubsistente del cargo TECNICO OPERATIVO CODIGO Y 

GRADO 314 - 04, el día 4 de octubre del 2020, con ocasión del nombramiento 

en periodo de prueba de quien ocupara el primer puesto en la lista de 

elegibles en la convocatoria de la OPEC No 70267.  

 

1.2. En el Distrito de Barranquilla, en su planta de personal, existen más cargos 

de TECNICO OPERATIVO CODIGO Y GRADO 314 – 04, que están 

ocupados en provisionalidad y no fueron convocados a concurso.  

 

1.3. Se me declaró insubsistente, sin tener en cuenta mi condición de sujeto de 

especial protección constitucional, por ser:  

 

1.3.1. Persona enferma con incapacidad médico – laboral, por razones de 

salud.  

 

1.4. Mis padecimientos clínicos comenzaron, cuando comencé a presentar 

malestares abdominales que llevaron a concluir después de exámenes 

médicos que presentaba Colelitiasis; es decir, piedras o cálculos en la 

vesícula biliar. 

 

1.5. Según el diagnóstico médico, sufría de Colecistitis crónica, por lo cual se le 

recomendó la extracción de la vesícula biliar, ordenándosele una serie de 

exámenes para la preparación de la cirugía, sin ningún antecedente ni 

medico ni quirúrgico. 

 

1.6.  La colecistectomía por laparoscopia se programó para el día dos (02) de 

noviembre de 2017 por el doctor JESUS DEL VALLE CARDONA médico-

cirujano general, de manera ambulatoria en la clínica de videolaparoscopia 

ambulatoria  CLIVELAM IPS S.A.S. 
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1.7. A través de una cámara de videolaparoscopia se me realiza el procedimiento 

de extraer la vesícula biliar de la cavidad abdominal y se deja un drenaje con 

sonda nelaton que se extrae bajo supervisión. 

 

1.8. En la cirugía según como aparece en el historial clínico no hubo 

complicaciones inmediatas. 

 

1.9. Tiempo después de haber terminado el procedimiento quirúrgico, se me 

informa que permaneceré bajo observación durante 24 horas, ya que mi 

vesícula biliar estaba inflamada y sería trasladada. 

 

1.10. Después de más de seis (6) horas de espera para la remisión, el doctor a 

través de vía telefónica, me informa que me vayan en un vehículo particular 

porque la ambulancia no había llegado y que en la clínica del Caribe, me 

estaría esperando. 

 

1.11.  Una vez en la clínica del caribe, se me da ingreso con proceso 

inflamatorio severo y se me deja hospitalizada para seguimiento ante el riego 

de lesión inadvertida de vía biliar extrahetaica 

 

1.12. Se me realizan exámenes y transfusión de sangre y el día cuatro (04) de 

noviembre del 2017, se me realiza una exploración de vías biliares por el 

DOCTOR JESUS DEL VALLE CARDONA médico-cirujano general, y se 

encuentra que hubo una perforación del conducto biliar y se instala sonda T. 

 

1.13. Desde el mes de enero de 2018, comienzo a sufrir crisis afebriles, dolores 

abdominales, ingresos y egresos en hospitalización por más de 20 días. 

 

1.14.  El 3 de mayo de 2018, se me retira el drenaje y se me coloco un balón 

biliar, luego de un día, presentó dolores por lo cual ingresó nuevamente a 

urgencias el día 4 de mayo por presentar dolores, fiebre y vómitos. No se 

sometió a ninguna cirugía y se le da de alta el 11 de mayo de 2018. 

 

1.15.  El 21 de agosto de 2018, volví a ingresar a urgencias en la clínica general 

del norte, por encontrarme de coloración amarillenta en mi piel.  
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1.16. El día 23 de agosto del 2018, se me realiza un procedimiento drenaje biliar 

percutáneo, el cual resultó fallido. Durante todo el tiempo he sido sometida a 

varios procedimientos, los cuales fueron fallidos, siempre han sido fallidos. 

 

1.17.  En la clínica general del norte, fui trasladada a cuidados intensivos por 

presentar riesgo de colangitis aguda. 

 

1.18. el día 06 de septiembre del 2018, fui ingresada nuevamente a cirugía para 

realizarme: reconstrucción de vías biliares abierta, hepaticoyeyunostomia vía 

abierta, lisis de adherencias peritoneales por laparotomía, drenaje de 

colección intraperitoneal, yuyonostomia y resección segmentaria múltiple de 

intestino delgado sod. 

 

1.19. Luego de estas intervenciones fui trasladada a la unidad de cuidados 

intensivos UCI para observación. 

 

1.20. Después de 40 días de hospitalización el día 6 de octubre de 2018, se me da 

de alta con 3 drenajes, dos fueron retirados a los 8 días en consulta con el 

hepatobiliar y uno se deja en su sitio para seguir haciendo estudios. 

 

1.21. El día 24 de enero de 2019, ingresé nuevamente a la Clínica General Del 

Norte, con fuertes dolores abdominales, escalofríos y debilidad generalizada. 

Luego de varios días de hospitalización bajo antibióticos fui dada de alta. 

 

1.22. Cabe anotar que he quedado sufriendo con depresión por los daños 

permanentes ocasionados en mi salud física y mental.  

 

1.23. Con mucha frecuencia se me incapacita medicamente por los daños 

permanentes con los que he quedado, donde perdí mi vías biliares y quedé 

convertida en paciente con afectación de hígado permanente.  

 

1.24. En esto momentos estoy presentando las transaminasas altas, lo que quiere 

decir que el hígado se encuentra inflamado y debe ser sometida a otra serie 

de exámenes que determinaran la causa y procedimientos a seguir, incluso 

nuevas operaciones. 

 



 

5 

1.25. Casi tres años van a pasar desde la primera intervención y sigo sufriendo por 

una falla médica, hasta el día de hoy. 

 

1.26. Esta condición de salud, hace imposible que, en otra entidad pública o 

privada, se me contrate, por ser una persona enferma, con serias 

limitaciones, para ejercer cualquier actividad.  

 

1.27. Cuando permanezco tiempo prolongado haciendo cualquier actividad me 

agotó y se me imposibilita seguir laborando, sin embargo, he tratado de 

sortear esta situación, tratando de que no se me incapacite tanto, pero a 

veces me es imposible no incapacitarme, por las lesiones permanentes de 

salud que padezco.   

 

2. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL EN ESTA ACCIÓN DE TUTELA 

 

2.1. INMEDIATEZ EN LA PRESENTACIÓN DE LA PRESENTE ACCIÓN DE 

TUTELA 

2.1.1. La presente acción de tutela, se presenta, a los pocos días de ser declarada 

insubsistente.  

 

2.2. SUBSIDIARIDAD:  

 

2.2.1. La presente acción es procedente, teniendo en cuenta que los medios 

ordinarios, no serían efectivos en la protección de mis derechos 

fundamentales puesto que al padecer de una enfermedad que me incapacita 

laboralmente, mientras se desarrolla la acción laboral correspondiente, 

quedaría sin vínculo laboral, sin mínimo vital y móvil, para sobrevivir y lo peor 

sin mi afiliación al régimen contributivo en salud.  
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2.3. BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 

 

2.3.1. El artículo 931 de la Constitución Política de Colombia, es desconocido 

por las autoridades tuteladas, en el entendido que la sentencia C-225 de 

1995, que creó el llamado BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD, como 

esa parte del texto de la constitución, que se suma del articulado de los 

tratados internacionales de derechos humanos, que la Corte 

Constitucional, ha declarado su pertenencia a nuestra Constitución, y 

que específicamente tratándose del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales, de la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos y la Convención Americana de los derechos 

Humanos- Protocolo Adiciona – Pacto de San Salvador, desarrollan el 

marco jurídico, que impregna desde el derecho público internacional, 

como fuente del derecho de los derechos humanos - laborales, el marco 

jurídico que, sustenta por qué se debe respetar el derecho al trabajo de 

los conciudadanos en situación de debilidad manifiesta, como es estar 

enfermo con serias limitaciones físicas para laborar.  

 

2.3.2. Desarrollamos este marco jurídico, en los siguientes términos:   

 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su 

artículo  

                                      
1 Artículo 93 de la Constitución Política de Colombia, que señala; “Los tratados y convenios 

internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno.  
  
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia. 
 
<Incisos 3 y 4 adicionados por el artículo 1 del Acto Legislativo No. 2 de 2001. El nuevo texto es el 
siguiente:>  
 
El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos 
previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de 
Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad 
con el procedimiento establecido en esta Constitución. 
 
La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con 
respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito 
de la materia regulada en él. 
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“12;  

 

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona 

al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental. 

 

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto a 

fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias 

para: 

 

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano desarrollo 

de los niños; 

 

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del 

medio ambiente; 

 

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, 

endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; 

 

d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y 

servicios médicos en caso de enfermedad”. 

 

Nos establece el compromiso del Estado Parte de este Tratado que, 

deben desarrollar acciones que preserven el disfrute del más alto nivel 

posible de salud física y mental, de los seres humanos, como en el 

presente caso.  

 

2.3.3. La Declaración Universal de los Derechos Humanos; en su  

 

“Artículo 3. 

  

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.  
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Artículo 25. 

  

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a 

su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, 

la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los 

seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de 

pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su 

voluntad. 

 

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos 

los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual 

protección social”. 

 

Estos artículos fundamentan, como una obligación sin límites, en que los 

Estados, deben garantizar, preservar y respetar el derecho a la salud, a la vida 

y a un mínimo vital y móvil de los seres humanos, con todo lo que ello 

involucra, en materia de vivienda, alimentación, asistencia médica, etc., es 

decir, que las autoridades accionadas, no pueden so pretexto de los 

nombramientos en periodo de prueba, dejarme sin mi manutención a través 

de mi salario, teniendo en cuenta mi condición de salud.   

 

2.3.4. La Convención Americana de los derechos Humanos,  

 

En el inciso primero de su artículo 4, establece; “1. Toda persona tiene derecho a 

que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a 

partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 

arbitrariamente”.  

 

2.3.4.1. Al haber ratificado el 23 de diciembre de 1997, el Estado colombiano, el 

Protocolo de San Salvador, como un protocolo de protección a los 

derechos humanos, adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos para asegurar los Derechos Económicos Sociales y 

Culturales (DESC), se comprometió al respeto y aplicación de:   

https://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/#health
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Artículo 2 

Obligación de Adoptar Disposiciones 

de Derecho Interno 

 

Si el ejercicio de los derechos establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya 

garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados partes se 

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 

disposiciones de este Protocolo, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren 

necesarias para hacer efectivos tales derechos”. 

 

RAZON DE LA VIOLACIÓN: El Estado colombiano, al haber aprobado este protocolo, 

con fundamento en los artículos 26 y 27 de la Convención de Viena2, está obligado 

desde el año de 1997, a incorporar en su orden interno, las obligaciones contraídas en 

este protocolo, situación que no ha acontecido, actuando en contra de los derechos 

humanos – laborales, al no tener en cuenta los accionados que soy sujeto de especial 

protección laboral.   

 

Artículo 6 

Derecho al Trabajo 

 

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, el cual incluye la oportunidad de obtener 

los medios para llevar una vida digna y decorosa a través del desempeño de una 

actividad lícita libremente escogida o aceptada 

 

2.  Los Estados partes se comprometen a adoptar las medidas que garanticen 

plena efectividad al derecho al trabajo, en especial las referidas al logro del pleno 

empleo, a la orientación vocacional y al desarrollo de proyectos de capacitación 

técnico-profesional, particularmente aquellos destinados a los minusválidos. Los 

                                      
2 Derecho de los tratados: “26. "Pacta sunt servanda". Todo tratado en 
vigor obliga a las partes y debe ser cumplido por ellas de buena fe. 27. El derecho 
interno y la observancia de los tratados. Una parte no podrá invocar las 
disposiciones de su derecho interno como justificación del incumplimiento de un 
tratado. Esta norma se entenderá sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 46”. 
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Estados partes se comprometen también a ejecutar y a fortalecer programas que 

coadyuven a una adecuada atención familiar, encaminados a que la mujer pueda 

contar con una efectiva posibilidad de ejercer el derecho al trabajo. 

 

RAZON DE LA VIOLACIÓN: Los accionados, al someterme como sujeto de especial 

protección constitucional, a que no se me garantice, mi derecho al trabajo, dada las 

condiciones de salud, que padezco, vulnera este compromiso internacional.  

 

Artículo 7 

Condiciones Justas, Equitativas y Satisfactorias de Trabajo 

Los Estados partes en el presente Protocolo reconocen que el derecho al trabajo al que 

se refiere el artículo anterior supone que toda persona goce del mismo en condiciones 

justas, equitativas y satisfactorias, para lo cual dichos Estados garantizarán en sus 

legislaciones nacionales, de manera particular: 

a. una remuneración que asegure como mínimo a todos los trabajadores condiciones 

de subsistencia digna y decorosa para ellos y sus familias y un salario equitativo e igual 

por trabajo igual, sin ninguna distinción; 

b. el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la actividad que 

mejor responda a sus expectativas y a cambiar de empleo, de acuerdo con la 

reglamentación nacional respectiva; 

c. el derecho del trabajador a la promoción o ascenso dentro de su trabajo, para lo cual 

se tendrán en cuenta sus calificaciones, competencia, probidad y tiempo de servicio; 

d. la estabilidad de los trabajadores en sus empleos, de acuerdo con las características 

de las industrias y profesiones y con las causas de justa separación. En casos de 

despido injustificado, el trabajador tendrá derecho a una indemnización o a la 

readmisión en el empleo o a cualesquiera otra prestación prevista por la legislación 

nacional; 

e. la seguridad e higiene en el trabajo; 

f. la prohibición de trabajo nocturno o en labores insalubres o peligrosas a los menores 

de 18 años y, en general, de todo trabajo que pueda poner en peligro su salud, 

seguridad o moral. Cuando se trate de menores de 16 años, la jornada de trabajo deberá 

subordinarse a las disposiciones sobre educación obligatoria y en ningún caso podrá 
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constituir un impedimento para la asistencia escolar o ser una limitación para 

beneficiarse de la instrucción recibida; 

g. la limitación razonable de las horas de trabajo, tanto diarias como semanales. Las 

jornadas serán de menor duración cuando se trate de trabajos peligrosos, insalubres o 

nocturnos; 

h. el descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacaciones pagadas, así como la 

remuneración de los días feriados nacionales”. 

 

RAZON DE LA VIOLACIÓN: Los accionados vulneran este compromiso, puesto que, 

frente a mi situación de indefensión, no promueven las garantías de mis derechos 

humanos – laborales.  

 

 

Artículo 9 

Derecho a la Seguridad Social 

1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las 

consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente 

para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del 

beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. 

2. Cuando se trate de personas que se encuentran trabajando, el derecho a la seguridad 

social cubrirá al menos la atención médica y el subsidio o jubilación en casos de 

accidentes de trabajo o de enfermedad profesional y, cuando se trate de mujeres, 

licencia retribuida por maternidad antes y después del parto”. 

 

RAZON DE LA VIOLACIÓN: Este derecho se vuelve impracticable en la realidad a la 

que me someten, de mantenerse la desvinculación laboral, puesto que quedaría sin las 

atenciones que actualmente me brinda mi EPS en el régimen contributivo, pudiendo 

comprometer seriamente la atención en salud que recibo con calidad.  

 

“Artículo 10 

Derecho a la Salud 

1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel 

de bienestar físico, mental y social. 
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2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los Estados partes se comprometen 

a reconocer la salud como un bien público y particularmente a adoptar las siguientes 

medidas para garantizar este derecho: 

a. la atención primaria de la salud, entendiendo como tal la asistencia sanitaria esencial 

puesta al alcance de todos los individuos y familiares de la comunidad; 

b. la extensión de los beneficios de los servicios de salud a todos los individuos sujetos 

a la jurisdicción del Estado; 

c. la total inmunización contra las principales enfermedades infecciosas; 

d. la prevención y el tratamiento de las enfermedades endémicas, profesionales y de 

otra índole; 

e. la educación de la población sobre la prevención y tratamiento de los problemas de 

salud, y 

f. la satisfacción de las necesidades de salud de los grupos de más alto riesgo y que 

por sus condiciones de pobreza sean más vulnerables”. 

 

RAZON DE LA VIOLACIÓN: Los accionados, al haber pretermitido la violación de mis 

derechos, producen un efecto nocivo en mi condición laboral, al no tener el derecho a 

un mínimo vital y móvil a partir de un vínculo laboral que, en protección de mis 

patologías, no afectaría mi estabilidad laboral, pero al despedirme pierdo esa condición 

de protección laboral, en relación directa con el derecho al trabajo.  

 

Peor aún, en medio de la PANDEMIA, la Comisión nacional del Servicio Civil, debió 

suspender el concurso, y no lo hizo, afectando el derecho a que, quienes nos 

encontrábamos en provisionalidad, pudiésemos tener garantizada nuestro mínimo vital 

y móvil, mientras perdurara la PANDEMIA.  

 

2.4. PROTECCIÓN A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA POR 

RAZONES DE SALUD:  

 

2.4.1. Teniendo en cuenta mi situación de salud grave, por el padecimiento de la 

enfermedad descrita en líneas anteriores, y sustentado en la ratio decidendi 

de la Sentencia T-041 del 2019 que, entre otras razones constitucionales de 

protección, señaló;  
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“El artículo 86 de la Constitución establece que la acción de tutela es un mecanismo de 

defensa al que puede acudir cualquier persona para reclamar la protección inmediata de 

sus derechos fundamentales. En concordancia, el artículo 10º del Decreto Estatutario 

2591 de 1991 regula la legitimación para el ejercicio de la acción al señalar que la 

solicitud de amparo puede ser promovida: (i) en nombre propio; (ii) a través de 

representante (legal o judicial); (iii) mediante agente oficioso; o (iv) por el Defensor del 

Pueblo o los personeros municipales.  

 

4. En cuanto a la legitimidad por pasiva, el artículo 5º del referido decreto establece que 

la tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades públicas que 

amenacen o vulneren derechos fundamentales. Excepcionalmente es posible ejercerla 

frente a particulares si: (i) están encargados de la prestación de un servicio público; (ii) 

su conducta afecta grave y directamente el interés colectivo; o, (iii) el accionante se 

encuentra en una situación de indefensión o de subordinación.  

 

En relación con la última hipótesis, esta Corporación ha considerado que “la indefensión 

y la subordinación se sustentan en el equilibrio/desequilibrio que guardan las relaciones 

entre los particulares, ambos conceptos aluden a la existencia de un nexo jurídico de 

dependencia de una persona respecto de otra”;3 no obstante, una y otra conllevan 

diferencias, pues mientras la subordinación se deriva de una relación regulada por un 

título jurídico, la indefensión tiene su origen en situaciones de dependencia producto de 

una relación de hecho.4 

 

Así pues, también se ha sostenido que las relaciones de subordinación envuelven la 

sujeción de un individuo respecto a las órdenes de otro, como las que se presentan 

entre el trabajador y su empleador o entre el estudiante y su profesor.5 

 

5. Ahora bien, según se desprende del artículo 86 de la Carta, la finalidad de la acción 

de tutela es conjurar situaciones urgentes que requieran la actuación expedita del juez 

                                      
3 Sentencia T-030 de 2018. 
4 Cfr. sentencias T-334 de 2016, T-030 de 2018, T-325 de 2018 y T-395 de 2018, entre otras.  
5 Ibídem. 
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constitucional; por ello, de acuerdo con el principio de inmediatez, el mecanismo 

constitucional debe ser impetrado en un tiempo razonable a partir del hecho generador 

de la vulneración.6 

 

Sin perjuicio de lo anterior, desde la sentencia C-543 de 19927 se ha sostenido que la 

presentación de la tutela no está atada a término de caducidad alguno; de ahí que su 

procedencia deba examinarse de cara al propósito de obtener la protección inmediata 

de los derechos fundamentales.8 Sobre el particular, en la sentencia T-426 de 2018 se 

afirmó que:  

 

“No existe entonces un plazo perentorio o terminante para interponer la acción 

de tutela, de manera que la prudencia del término debe ser analizado por el Juez 

en cada caso atendiendo a las particulares circunstancias fácticas y jurídicas del 

asunto; verbigracia, si el lapso es prolongado, deberá ponderar si: (i) existe 

motivo válido para la inactividad de los accionantes, (ii) la inactividad justificada 

vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión, 

(iii) existe nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de 

los derechos fundamentales, y (iv) el fundamento de la acción surgió después 

de acaecida la actuación violatoria de derechos fundamentales de cualquier 

forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición9”. 

 

6. En punto del requisito de subsidiariedad, la Corte ha sostenido que conformidad con 

el inciso 3º del artículo 86 superior y el numeral 1º del artículo 6 del Decreto Estatutario 

2591 de 1991 la acción de tutela es una herramienta de naturaleza residual y 

subsidiaria; de manera que, por regla general, solo procede cuando: i) el afectado no 

dispone de otro medio de defensa judicial, ii) pese a su concurrencia este no es eficaz 

                                      
6 Sentencia T-019 de 2018.  
7 Que declaró la inexequibilidad del artículo 11 del Decreto Estatuario 2591 de 1991, que disponía: 
“Caducidad. La acción de tutela podrá ejercerse en todo tiempo salvo la dirigida contra sentencias o 

providencias judiciales que pongan fin a un proceso, la cual caducará a los dos meses de ejecutoriada la 
providencia correspondiente.”  
8 Sentencias T-245 y 426 de 2018. 
9 Sentencias SU-961 de 1999 y T-243 de 2008; reiteradas, entre otras T-246 de 2015.  
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o idóneo para lograr la protección de los derechos fundamentales, o iii) la acción se 

erige de manera transitoria para prevenir un perjuicio irremediable.10”.  

 

“El derecho a la estabilidad laboral reforzada de quienes se encuentran en 

situación de debilidad manifiesta por limitaciones físicas, psíquicas o 

sensoriales. Reiteración de jurisprudencia 

 

10. El derecho a la estabilidad en el empleo consagrado en el artículo 53 de la 

Constitución, 11 constituye un principio que rige todas las relaciones laborales; dicho 

mandato se manifiesta en  “la conservación del cargo por parte del  empleado, sin 

perjuicio de que el empleador pueda dar por terminada la relación laboral al verificar 

que se ha configurado alguna de las causales contempladas en la ley como justa”.12 

  

11. Ahora bien, con fundamento en la interpretación armónica de al menos cuatro 

preceptos constitucionales, la protección general a la estabilidad en el empleo se 

refuerza cuando el trabajador “es un sujeto susceptible de discriminación”,13 o cuando 

por sus condiciones particulares “puede sufrir grave detrimento de una desvinculación 

abusiva”.14 

 

En primer lugar, del artículo 13 superior se extrae que el Estado debe promover las 

condiciones para que el mandato de igualdad sea real y efectivo, particularmente 

tratándose de aquellas personas que por razones económicas, físicas o mentales se 

encuentran en cinrcunstancias de debilidad manifiesta,15 quienes merecen una especial 

                                      
10 Sentencia T-080 de 2018. A su vez, el perjuicio irremediable ha sido definido bajo ciertos supuestos 
rigurosos de inminencia, gravedad, urgencia e impostergabilidad. 
11 “Artículo 53. El Congreso expedirá el estatuto del trabajo. La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo 

menos los siguientes principios mínimos fundamentales: Igualdad de oportunidades para los trabajadores; 
remuneración mínima vital y móvil, proporcional a la cantidad y calidad de trabajo; estabilidad en el 
empleo; irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en normas laborales; facultades para 
transigir y conciliar sobre derechos inciertos y discutibles […].”Negrilla fuera del original. 
12 Sentencias T-449 de 2008 y T-320 de 2016. 
13 Sentencia T-002 de 2011 y T-520 de 2017. 
14 Ib. 
15 El inciso tercero del artículo 13 de la Constitución dispone que: “[e]l Estado protegerá especialmente a 

aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de 
debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”. 
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protección “con el fin de contrarrestar los efectos negativos generados por su condición, 

y hacer posible su participación en las actividades de la sociedad”.16 

 

Por su parte, los artículos 47 y 54 constitucionales establecen el deber de crear e 

implementar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los 

disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos; así como de ofrecer formación profesional y 

técnica a quienes lo requieran, y garantizar a las personas en situación de discapacidad 

el derecho a un trabajo acorde con sus condiciones de salud; en cuarto lugar, el artículo 

95 establece el deber de obrar conforme al principio de solidaridad ante eventos que 

supongan peligro para la salud física o mental de las personas.  

  

Así mismo, diversos instrumentos internacionales sobre derechos humanos que hacen 

parte del bloque de constitucionalidad,17 han consagrado esta garantía; verbigracia, la 

Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

contra las Personas con Discapacidad,18 el Convenio 159 de la Organización 

Internacional del Trabajo -OIT- sobre la readaptación profesional y el empleo de 

personas inválidas,19 y la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad.20 

 

12.  Estas disposiciones se articulan para construir el derecho fundamental a la 

estabilidad laboral reforzada.21 Sobre la base anterior, la Corte ha sostenido que este 

derecho “nace de la necesidad de garantizar a las personas en situación de debilidad 

manifiesta, el desarrollo integral dentro de una sociedad consolidada en un Estado 

Social de Derecho, que reconoce en igualdad de condiciones derechos y 

obligaciones”.22 

 

En consonancia, en distintas decisiones se ha enfatizado en la importancia del trabajo 

en el proceso de integración social de los sujetos que se encuentran en circunstancias 

                                      
16 Sentencias T-597 y T-440 de 2017 y T-437 de 2009. 
17 Artículo 93 de la Constitución. 
18 Aprobado por la Ley 762 de 2002. 
19 El Convenio No. 159 de la OIT fue incorporado mediante la Ley 82 de 1988. 
20 Aprobado por la Ley 1346 de 2009. 
21 SU-049 de 2017. 
22 Sentencia T-502 de 2017. 
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de debilidad manifiesta por razones de salud, al erigirse como un instrumento a través 

del cual se garantiza el desarrollo del individuo, su productividad económica y el acceso 

a bienes y servicios indispensables para la subsistencia del trabajador y su núcleo 

familiar.23 

 

13. Pero ¿quiénes pueden ser considerados como sujetos en circunstancias de 

debilidad manifiesta por motivos de salud? Al respecto, esta Corporación ha establecido 

que un trabajador que: “i) pueda catalogarse como persona con discapacidad, ii) con 

disminución física, síquica o sensorial en un grado relevante, y (iii) en general todas 

aquellos que (a) tengan una afectación grave en su salud; (b) esa circunstancia les 

‘impida[a] o dificult[e] sustancialmente el desempeño de sus labores en las condiciones 

regulares’, y (c) se tema que, en esas condiciones particulares, pueden ser 

discriminados por ese solo hecho,24 está en circunstancias de debilidad manifiesta 

y, por tanto, tiene derecho a la ‘estabilidad laboral reforzada’.”25 Negrillas fuera del 

original. 

 

En ese contexto, la estabilidad laboral reforzada es una garantía para que el trabajador 

en situación de discapacidad continúe ejerciendo labores y funciones acordes a su 

estado de salud, con iguales o mejores beneficios laborales a los del empleo que 

ocupaba y recibiendo la capacitación requerida para realizar las nuevas actividades.26  

 

14. Es necesario precisar que el concepto de discapacidad no debe confundirse con el 

de invalidez; ciertamente la elaboración de la noción de discapacidad ha conllevado un 

proceso lento y difícil, pues en cada momento de la historia, dependiendo de “los 

conocimientos científicos con los que se ha contado, los legisladores han regulado 

diversos aspectos de esta problemática. De allí que la terminología empleada en la 

                                      
23  Consultar las sentencias T-597 y T-440 de 2017, T-928 de 2014 y C-531 de 2000. 
24 “La Sala Segunda de Revisión señaló, asimismo, en la sentencia T-784 de 2009, que un trabajador debía 
ser vinculado nuevamente a su trabajo porque fue despedido sin justa causa mientras estaba en 
circunstancias de debilidad manifiesta, y además sin la autorización correspondiente. Dijo la Corte, en ese 
asunto, que no importaba si el trabajador no era, en estricto sentido, un discapacitado o un inválido, porque 
“la protección laboral reforzada no sólo se predica de quienes tienen una calificación que acredita su 

condición de discapacidad o invalidez. Esta protección aplica también para aquellos trabajadores que 
demuestren que su situación de salud les impide o dificulta sustancialmente el desempeño de sus labores en 
las condiciones regulares de trabajo”.” 
25 Sentencia T-417 de 2010. 
26 Ibídem. 



 

18 

materia haya cambiado con el paso del tiempo. De hecho, hoy por hoy, se trata de un 

concepto en permanente construcción y revisión.”27”.   

 

2.4.1.1. Tenemos entonces que es procedente la protección de mi 

estabilidad laboral reforzada, por la condición de salud que padezco.  

 

2.5. PROTECCIÓN A LA ESTABILIDAD LABORAL REFORZADA – RETEN 

SOCIAL:   

 

2.5.1. Es pertinente llamar la atención que los precedentes judiciales de la Corte 

Constitucional, en materia de protección de mi pertenencia al retén social, 

conmina a que el empleador público, deba propiciar con su comportamiento, 

que no se nos despoje del derecho al trabajo, puesto que tal materialización 

de este derecho, es la única vía real de efectivizar nuestra sobrevivencia en 

este tipo de  sociedades capitalistas, que se sustentan como sociedades de 

consumo y frente a las cuales sino se tiene ingresos, es seguro el estado de 

indigencia, razón suficiente a deprecar la protección como sujetos de 

especial protección constitucional.  

 

2.5.2. La Corte Constitucional, ha reafirmado los anteriores criterios jurídicos de 

protección, en los siguientes términos:  

 

2.5.2.1. Con fundamento en la ratio decidendi obligatoria de la Sentencia de tutela T-373 del 2017, 

que señaló;  

 
“PROVISION DE CARGOS DE LA LISTA DE ELEGIBLES PREVIO 
CONCURSO DE MERITOS Y LA PROTECCION ESPECIAL DE 
LAS PERSONAS EN SITUACION DE DISCAPACIDAD, MADRES Y 
PADRES CABEZA DE FAMILIA Y PREPENSIONADOS-Reiteración 
de jurisprudencia 

 
Cuando con fundamento en el principio del mérito surja en cabeza del 
nominador la obligación de nombrar de la lista de elegibles a quien superó las 
etapas del concurso, en un cargo de carrera ocupado en provisionalidad por 
un sujeto de especial protección como los padres o madres cabeza de familia, 
limitados físicos, psíquicos o sensoriales y prepensionados, en aplicación de 
medidas afirmativas dispuestas en la constitución, y en la materialización del 
                                      
27 Sentencia T-198 de 2006. 
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principio de solidaridad social, se debe proceder con especial cuidado 
previendo dispositivos tendientes a no lesionar sus derechos y en caso de no 
adoptarse tales medidas, de ser posible, han de ser vinculados de nuevo en 
provisionalidad en un cargo similar o equivalente  al que venían ocupando, de 
existir la vacante, siempre y cuando demuestren una de esas condiciones, tanto 
para la época de su desvinculación, como en el momento del posible 
nombramiento”.  
 
Así mismo mediante Sentencia T-084 del 2018, la Corte Constitucional, entre otras 
razones de su precedente judicial, señaló;  
 

 

“ACCION DE TUTELA PARA SOLICITAR LA APLICACION DEL RETEN SOCIAL-

Procedencia  

 

En el escenario específico de quienes alegan su calidad de beneficiarios del 

denominado “retén social”, la jurisprudencia constitucional ha sostenido, de manera 

reiterada y uniforme, que la acción de tutela es procedente para reclamar dicha 

condición por dos motivos principalmente: (i) Las personas beneficiarias del “retén 

social” son sujetos de especial protección que, además, se encuentran en situaciones 

de particular vulnerabilidad, dado que se trata de madres o padres cabeza de familia, 

personas en situación de discapacidad o próximas a pensionarse. (ii) Los efectos del 

“retén social” se producen dentro del marco de procesos de reestructuración 

administrativa que culminan rápidamente. Por tanto, la jurisdicción contencioso 

administrativa no es el mecanismo idóneo ni eficaz para reclamar los beneficios 

derivados de estos programas pues se hace predecible que para cuando se produzca 

el fallo contencioso administrativo “la respectiva entidad ya se encuentre liquidada y no 

se tenga a quien reclamar el reintegro laboral y el pago de los respectivos salarios”. 

 

“RETEN SOCIAL-Acción afirmativa que materializa el deber constitucional que tiene el 

Estado de conceder un trato diferenciado a las mujeres cabeza de familia en estado de 

debilidad manifiesta  

 

El llamado “retén social” es una acción afirmativa que materializa el deber constitucional 

que tiene el Estado de conceder un trato diferenciado a las mujeres cabeza de familia 

que se encuentran en estado de debilidad manifiesta. Además, es uno de los 

mecanismos previstos por el Legislador para garantizar la estabilidad laboral de las 
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madres y padres cabeza de familia. Esta medida de protección especial deriva 

directamente de los mandatos constitucionales de protección a la igualdad material y a 

los grupos poblacionales anteriormente mencionados, dado que podrían sufrir 

consecuencias especialmente graves con su desvinculación”. 

 

2.5.2.2. Con base en lo anterior, comprobada mi condición de pertenencia al retén social, por mi 

situación de sujeto de especial protección, hasta tanto perdure dicha condición, debe el 

empleador público, garantizarme mi estabilidad laboral.  

 

2.6. Por tal razón, le solicito respetuosamente prevenir cualquier 

comportamiento público, que signifique la desprotección de mis 

derechos fundamentales, AL TRABAJO, A MI ESTABILIDAD LABORAL 

REFORZADA, A LA PROTECCIÓN DE MI HIJA CON DISCAPACIDAD 

PERMANENTE, MI DERECHO AL MINIMO VITAL Y MOVIL Y A MI 

CONDICIÓN DE MADRE CABEZA DE FAMILIA.  

 

3. PRETENSIONES CONSTITUCIONALES DE PROTECCIÓN A MIS 

DERECHOS 

 

3.1. Que se tutelen mis derechos fundamentales, como mecanismo 

transitorio:   

 

3.1.1. Ordenando a la Comisión Nacional del Servicio Civil, que verifique antes de 

conformar la lista de legibles, que los cargos, para los que se conforman 

dichas listas de elegibles, no existen en esos cargos, sujetos de especial 

protección constitucional, como en el presente caso.  

 

3.1.2. Se ordene al Distrito de Barranquilla, me reintegre a un cargo igual, similar o 

equivalente de TECNICO OPERATIVO CODIGO Y GRADO 314 – 0, hasta 

tanto:  

 

3.1.2.1. La ARL, califique mi enfermedad, ya sea de origen profesional o común 

y proceda a calificar mi grado de invalidez, y si tengo derecho por el grado 

de invalidez, a la pensión de invalidez.  
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4. JURAMENTO 

 

4.1. Manifiesto bajo la gravedad del juramento, que no he presentado acción 

similar por los mismos hechos y circunstancias aquí narradas.  

 

5. MECANISMO TRANSITORIO 

 

5.1. Solicito respetuosamente al juez Constitucional de tutela, proteja mis 

derechos fundamentales como mecanismo transitorio, en los términos del 

artículo 8 del Decreto Ley 2591 de 1991.   

 

6. PERJUICIO IRREMEDIABLE 

 

6.1. La acción negativa, desplegada por el Distrito de Barranquilla y la Comisión 

Nacional del Servicio Civil, afecta mi derecho al trabajo, a la vida digna, al a 

seguridad social en salud y al mínimo vital y móvil.  

 

7. ANEXOS 

 

7.1. Todos los soportes que sustentan mis pretensiones.   

 

8. NOTIFICACIONES 

 

8.1. A la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, CON DOMICILIO 

PRINCIPAL Y DE NOTIFICACIÓN JUDICIAL: Carrera 16 No. 96 - 64, Piso 

7 - Bogotá D.C., Colombia CON CORREO ELECTRRONICO DE 

NOTIFICACIÓN JUDICIAL: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co   

 

8.2. Al Distrito Especial, Industrial y Portuario de Barranquilla, representado 

legalmente por el Dr. JAIME PUMAREJO, a quien se le puede notificar en la 

calle 34 No 43 – 31, Paseo de Bolívar, en la ciudad de Barranquilla, a quien 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
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se le puede notificar en el correo electrónico: 

atencionalciudadano@barranquilla.gov.co  

 

8.3. A la parte accionante en el correo electrónico: 

beatrizgonzalez0708@hotmail.com 

 

 

 

 

Atentamente;  

 

 

BEATRIZ ELENA GONZALEZ CASTILLO 

C.C. No 32799532 

mailto:atencionalciudadano@barranquilla.gov.co
mailto:beatrizgonzalez0708@hotmail.com

















































































































































































